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El presente real decreto-ley establece una serie de disposiciones cuya vigencia se extenderá más allá 
de diciembre de 2021:  

- El plazo para las ayudas a la liquidez y la solvencia 

- La exclusión de las pérdidas de 2020 y 2021 a los efectos de la causa de disolución 
empresarial 

- La extensión de la moratoria de la obligación de declaración de concurso en el caso de 
desequilibrios patrimoniales, en tanto se apruebe el nuevo régimen concursal 

- El establecimiento de un marco durante 2022 para las inversiones extranjeras directas. 

- Para fomentar el despliegue de la infraestructura de acceso público de recarga rápida de 
vehículos eléctricos, se introduce una prohibición de las cláusulas de exclusividad en los 
contratos de suministro de estaciones de servicio. 

 

AVALES 

Mediante los Reales Decretos-ley 8/2020, de 17 de marzo, de medidas urgentes extraordinarias para 
hacer frente al impacto económico y social del COVID-19, y 25/2020, de 3 de julio, de medidas 
urgentes para apoyar la reactivación económica y el empleo, se introdujeron dos líneas de avales por 
importe de hasta 140.000 millones de euros, destinados a garantizar la financiación concedida a 
autónomos y empresas españolas afectados por los efectos económicos de la COVID-19. 
 
Mediante este real decreto-ley, se establece la fecha de 30 de junio de 2022 como límite para la 
concesión de avales públicos para atender las necesidades de liquidez e inversión de autónomos y 
empresas, modificando así lo previsto en los artículos 29 del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de 
marzo, y 1 del Real Decreto-ley 25/2020, de 3 de julio. 

CAUSAS DE DISOLUCIÓN DE CAPITAL 

A través del Real Decreto-ley 16/2020 y la Ley 3/2020, de 18 de septiembre, se acordó excluir las 
pérdidas de 2020 a los efectos de la determinación de causas de disolución de sociedades de capital.  
Con la vigente norma se establece la prórroga durante el ejercicio 2021 de la medida excepcional 
prevista en el artículo 13 de la Ley 3/2020, de 18 de septiembre: 
 
A los solos efectos de determinar la concurrencia de la causa de disolución, no se tomarán en 
consideración las pérdidas de los ejercicios 2020 y 2021. Si en el resultado del ejercicio 2022 se 
apreciaran pérdidas que dejen reducido el patrimonio neto a una cantidad inferior a la mitad del 
capital social, deberá convocarse por los administradores o podrá solicitarse por cualquier socio en 
el plazo de dos meses a contar desde el cierre del ejercicio conforme al artículo 365 de la citada Ley, 
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la celebración de Junta para proceder a la disolución de la sociedad, a no ser que se aumente o 
reduzca el capital en la medida suficiente. 

RÉGIMEN ESPECIAL DE LA SOLICITUD DE DECLARACIÓN DEL CONCURSO DE ACREEDORES  

Hasta el 30 de junio de 2022, inclusive, el deudor que se encuentre en estado de insolvencia no 
tendrá el deber de solicitar la declaración de concurso, haya o no comunicado al juzgado competente 
la apertura de negociaciones con los acreedores para alcanzar un acuerdo de refinanciación, un 
acuerdo extrajudicial de pagos o adhesiones a una propuesta anticipada de convenio. El cómputo del 
plazo de dos meses para solicitar la declaración del concurso previsto en el artículo 5.1 del texto 
refundido de la Ley Concursal comenzará a contar el día siguiente a dicha fecha. 
 
Hasta el 30 de junio de 2022, inclusive, los jueces no admitirán a trámite las solicitudes de concurso 
necesario que se hayan presentado desde el 14 de marzo de 2020. Si hasta el 30 de junio de 2022, 
inclusive, el deudor hubiera presentado solicitud de concurso voluntario, ésta se admitirá a trámite 
con preferencia, aunque fuera de fecha posterior a la solicitud de concurso necesario. 

SUSPENSIÓN DE LIBERALIZACIÓN DE DETERMINADAS INVERSIONES EXTRANJERAS.  

A través del artículo primero de este real decreto-ley, se modifica la disposición transitoria única del 
referido Real Decreto-ley 34/2020, de 17 de noviembre, para prorrogar hasta la citada fecha de 31 
de diciembre de 2022 el régimen transitorio por el que el régimen de suspensión de liberalización 
de determinadas inversiones extranjeras directas regulado en los apartados 2 y 5 del citado artículo 7 
bis, se aplicará también a las inversiones extranjeras directas sobre empresas cotizadas en España, o 
sobre empresas no cotizadas si el valor de la inversión supera los 500 millones de euros, realizadas 
por residentes de otros países de la Unión Europea y de la Asociación Europea de Libre Comercio. A 
estos efectos, se considerarán sociedades cotizadas en España aquéllas cuyas acciones estén, en todo 
o en parte, admitidas a negociación en un mercado secundario oficial español y tengan su domicilio 
social en España. 
 
Adicionalmente, esta medida se completa con la disposición adicional primera en la que se recoge 
un mandato al Gobierno para que provea de una suficiente dotación de recursos humanos a la unidad 
de gestión competente para la tramitación de las solicitudes de autorización administrativa de las 
operaciones de inversión extranjera, atendiendo al análisis de necesidades dentro de las 
disponibilidades presupuestarias existentes en cada ejercicio. 

APLAZAMIENTO PLAZO DE REINTEGRO POR LAS CCAA DE AYUDAS COVID  

Se modifica el Real Decreto-ley 5/2021, de 12 de marzo, en lo relativo a la Línea COVID de ayudas 
directas a autónomos y empresas, con el objetivo de habilitar a las comunidades autónomas y a las 
ciudades de Ceuta y Melilla para poder efectuar los reintegros derivados de la no ejecución de las 
ayudas con anterioridad al anterior plazo previsto del 31 de marzo de 2022, y para que retengan las 
cantidades necesarias para hacer frente a los pagos que eventualmente puedan derivarse de la 
estimación de los recursos en vía administrativa interpuestos contra resoluciones denegatorias 
dictadas antes del 31 de diciembre de 2021 y que estén pendientes de resolución. 
 
Tras resolver los recursos, las comunidades autónomas y las ciudades de Ceuta y Melilla deberán 
reintegrar al Tesoro Público, antes del 30 de junio de 2022, el resto de los saldos no ejecutados. 



 

 

ENERGÍA 

Se adoptan tres medidas urgentes en materia energética, particularmente en el ámbito de los 
hidrocarburos. 
 
En primer lugar, se amplía la cobertura para los suministros esenciales de gas natural que no 
dispongan de contrato de suministro, situación que se da, por ejemplo, ante la desaparición súbita 
de la comercializadora con la que tengan contratado el suministro. 
 
En segundo lugar, se refuerza la garantía de cobro por parte de las comercializadoras de último 
recurso de gas natural de los déficits que puedan surgir como consecuencia de la limitación del 
incremento de la tarifa de último recurso (TUR) de gas establecida por el Real Decreto-ley 17/2021, 
de 14 de septiembre, de medidas urgentes para mitigar el impacto de la escalada de precios del gas 
natural en los mercados minoristas de gas y electricidad. 
 
En tercer lugar, para fomentar el despliegue de la infraestructura de acceso público de recarga rápida 
de vehículos eléctricos, se introduce una prohibición de las cláusulas de exclusividad en los 
contratos de suministro de estaciones de servicio. 

TRANSICIÓN JUSTA. EXTINCIÓN RELACIÓN LABORAL PARA LABORES DE CIERRE.  

 
Por último, el Real Decreto-ley 25/2018, de 21 de diciembre, de medidas urgentes para una 
transición justa de la minería del carbón y el desarrollo sostenible de las comarcas mineras, fija el 
plazo para la extinción de la relación laboral para realizar las labores de cierre y rehabilitación del 
espacio natural afectado por el cierre de la mina antes del 31 de diciembre de 2021. Este plazo no 
permite acompasar el régimen de las ayudas al ritmo de ejecución de los trabajos de abandono de 
labores y restauración, de modo que se otorgue la cobertura pretendida a los trabajadores del sector. 
 
A tal efecto:  
 
Se modifica el apartado 2 del artículo 1 que pasa a tener la siguiente redacción: La extinción de la 
relación laboral que dará lugar a estas ayudas podrá producirse con anterioridad al 31 de diciembre 
de 2018, o dentro del periodo comprendido entre el 1 de enero de 2019 y el 31 de diciembre 
de 2025, para aquellos trabajadores que realicen labores de cierre y rehabilitación del espacio 
afectado por el cierre de la mina. 
 
Se modifica el apartado 2 del artículo 2 en los términos siguientes: Los trabajadores que puedan 
causar derecho a estas ayudas y contribuyan en las labores de restauración, seguridad y clausura de 
la explotación minera podrán ver extinguida su relación laboral con posterioridad al cierre efectivo 
de la unidad de producción el 31 de diciembre de 2018, dentro del periodo comprendido entre el 1 
de enero de 2019 y el 31 de diciembre de 2025. 
 
 
 


